Carátula 


SEÑOR MIERES.- Señora Presidenta: en función de que esta Comisión tiene a consideración un 
proyecto de ley presentado por el Banco de Previsión Social mediante el cual se proponen 
modificaciones en la organización de las elecciones de los representantes sociales de su Directorio, y 
habida cuenta de que hemos presentado otra iniciativa relacionada con el mismo tema con respecto a 
la derogación de la obligatoriedad del voto en las elecciones de instituciones que no refieran a cargos 
de gobierno —la elección del Directorio del Banco de Previsión Social está incluida dentro de él-, 
estamos pidiendo que la carpeta N* 287/2015, que fue enviada a la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes, pueda redirigirse y ser 
incorporada a la agenda de esta Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los integrantes de la Comisión no tienen observaciones, se va a votar la 
solicitud planteada por el señor Senador Mieres. 


(Se vota). 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR DELGADO.- Hemos tomado contacto con la modificación que propone la Bancada de 
Senadores del Frente Amplio al proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo relacionado con las 
elecciones del Banco de Previsión Social; concretamente, la modificación de la Ley N* 16241. Para ser 
francos, habíamos quedado en que una vez conocidas estas modificaciones propuestas por el Frente 
Amplio y luego de algunas reuniones que vamos a tener con asesores, haríamos un informe de la 
Bancada del Partido Nacional junto con el señor Senador Camy, acerca de nuestra posición política. 
Obviamente, se planteó el tema de los plazos, pero creo que puede habilitarse la posibilidad de que las 
comisiones sesionen en forma extraordinaria, en caso de ser necesario, mientras se esté considerando 
el presupuesto. Es más, creo que se está coordinando una resolución genérica en ese sentido, lo que 
permite que no tengamos la fecha tope del 15 de octubre que condicionaba el trabajo de la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las fechas que nos acotan el trabajo son las de las sesiones. Estamos cerca 
del fin de las sesiones ordinarias del mes de octubre, y la idea es que pueda haber suficiente tiempo 
para la Cámara de Representantes. Recuerden los señores Senadores que de esta modificación 
también hay que dar cuenta a la Corte Electoral. 


Entonces, nos resta esperar la venida del señor Ministro y hacer esa sesión extraordinaria — 
aunque sería mejor durante el período de reuniones ordinarias— teniendo en cuenta los tiempos 
necesarios para la aprobación. 


SEÑOR DELGADO.- También con respecto a este tema quisiera decir que días pasados recibimos un 
email de la Secretaría —veo que se ha repartido— con el pedido de audiencia de un sindicato. Por lo 
tanto, ¿cuál será el criterio de la Comisión? Hasta ahora no he recibido inquietudes colectivas, pero sí 
individuales, así que me parece que tanto para este como para otros temas deberemos fijar un criterio 
institucional. Creo que ya se había adelantado algo, pero sería bueno saber qué haremos en este caso; 
no sé si hay más interesados en hablar del proyecto de ley de modificación de la norma por la que se 
regulan las elecciones del Banco de Previsión Social. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador se adelantó, pues ahora vamos a ver, justamente, las 
solicitudes de entrevista que tenemos y las que están pendientes. Sobre la mesa tenemos la solicitud 
de audiencia del Sindicato de trabajadores de Secom, que desea hablar sobre este tema. También está 
la solicitud de la Comisión Honoraria de Desarrollo Apícola, que pide que se formalice y regularice su 
situación frente al BPS. 


En definitiva, si hay acuerdo, en la próxima sesión estaríamos en condiciones de dar lugar a 
las tres entrevistas solicitadas, recibiendo al Sindicato de trabajadores de Secom, a la Comisión 
Honoraria de Desarrollo Apícola y a la Cámara Frutícola. 


(Apoyados). 


(Ingresan a Sala el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Ernesto Murro, y autoridades de 
dicho Ministerio). 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado da la bienvenida 
al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, Ernesto Murro, y al señor José Luis Baumgartner, 
quienes fueron invitados para considerar dos temas concretos. Uno de ellos es el proyecto de ley que 
trata sobre las modificaciones a la Ley N* 16.241, que está a consideración de esta asesora, y, el otro, 
refiere a las pautas salariales, tema que fue propuesto por el señor Senador Delgado. 


Si no tienen inconveniente, invertiríamos el orden de los temas y comenzaríamos por el 
referido a las pautas salariales. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Me permite, señora Presidenta? 


Ante queremos agradecer la presencia del señor Ministro y del señor Baumgartner, a quienes 
convocamos para conocer más sobre las pautas que fijó el Poder Ejecutivo para esta primera etapa de 
la negociación colectiva, sobre todo teniendo en cuenta que algunas de esas pautas son novedosas. 
En ese sentido, nos gustaría conocer algo más al respecto, fundamentalmente en lo que tiene que ver 
con el sector privado y, también, algún aspecto de lo previsto para el sector público. 


Entendimos conveniente diferir esta convocatoria porque se estaba en medio de una 
negociación con pautas definidas a priori, pero que se negocian con los sectores sociales, lo que 
requiere adoptar ciertas precauciones a fin de no entorpecer el proceso. En consecuencia, ahora que 
ya está encaminada la ronda de negociaciones, estamos en condiciones de escuchar al señor Ministro 
y de hacerle algunas preguntas sobre la situación actual y también sobre el escenario futuro. 


SEÑOR MINISTRO.- Es un gusto estar en esta Comisión del Senado, y realmente lo decimos con 
mucha franqueza, porque dialogar y trabajar con los señores Senadores nos parece realmente 
importante. 


Como se recordará, en nuestra primera comparecencia en esta Comisión presentamos los 
planes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, así como algunos criterios sobre la integración de 
sus equipos y la estrategia de cultura del trabajo que venimos procesando muy satisfactoriamente. En 
esta oportunidad quisiéramos ampliar la información sobre este último tema, dado que al día de hoy ha 
habido avances muy positivos en ese sentido. El pasado 11 de agosto, el grupo asesor del Ministerio — 
que está integrado por veinticinco referentes nacionales provenientes del sector empresarial, del sector 
sindical y de la academia aprobó una serie de medidas de implementación de esa estrategia de la 
cultura del trabajo. Destaco esto porque es un grupo informal, de reflexión, es un grupo social en el que 
se acordaron las principales medidas que están siendo puestas en práctica en estos días. Como 
señalábamos, hay referentes de las más importantes cámaras empresariales del país —de Montevideo 
y del interior—: del PIT-CNT, de la academia, de la OIT y de la Cepal. De esa reunión surgieron las 
principales y las primeras acciones de esta estrategia de cultura del trabajo que presentamos en 
Presidencia de la República el pasado 21 de setiembre, luego de su aprobación en el Consejo de 
Ministros. Destaco esto porque llama la atención cómo en un ámbito más bien social como es el grupo 
asesor, se diseñan acciones y políticas que el Consejo de Ministros hace suyas y luego 
difundimos. 


Por otra parte, nos gustaría que los señores Senadores —si así les parece—evaluaran la 
posibilidad de que también el Poder Legislativo y esta Comisión adhirieran a esa Cultura del Trabajo 
para el Desarrollo, que creemos que es importante para el país. Digo esto por el amplio consenso y 
apoyo nacional que está teniendo, así como su interrelación con la iniciativa de trabajo del futuro de la 
OIT hacia 2019, hacia el centenario de la OIT y su interrelación con la Encíclica Papal —Laudato Si. A 
modo de ejemplo, el próximo 29 de octubre vamos a estar dando una conferencia junto con Monseñor 
Sturla, en la que él se referirá a la Encíclica Papal que habla del trabajo y nosotros a la cultura del 
trabajo. Como decíamos, nos gustaría que los señores Senadores evaluaran, en el marco de su 


autonomía y de la independencia de poderes, la posibilidad de tener alguna adhesión a esta estrategia 
y de poder realizar junto con ustedes alguna actividad. 


En ese mismo camino y aprovechando la oportunidad que me han brindado, antes del entrar 
al tema que muy bien planteaba el señor Senador Delgado, deseamos hacer otra propuesta a los 
señores Senadores. El próximo 17 de noviembre se celebran los cien años de la Ley N* 5.350, Jornada 
Laboral de Ocho Horas. Hemos conversado con la OIT y la idea es hacer un evento el mismo día de su 
conmemoración y una especie de seminario el día 18 de noviembre en forma tripartita, con la 
participación de las Cámaras Empresariales y del PIT-CNT. Esta mañana en el Ministerio realizamos 
una jornada tripartita y preparatoria sobre el tema, en la que participaron empresarios y trabajadores, y 
puedo decir que fue muy buena. Sin perjuicio de los demás señores Senadores aquí presentes, el 
señor Senador Delgado recordará que la Ley de las ocho horas no solamente es eso, sino que es la 
que creó, hace cien años, el Primer Cuerpo de Inspectores del Uruguay y el señor Senador Delgado 
ocupó ese cargo. Entre las ideas que estamos manejando, está la posibilidad de invitar a participar de 
este evento a quienes fueran Inspectores Generales de Trabajo en el período democrático. También 
nos gustaría consultar al Poder Legislativo y, en particular, a los señores Senadores, acerca de la 
posibilidad de hacer esto en forma conjunta o coordinada, ya que estamos hablando del Centenario de 
la Ley de 8 horas, que fue histórica para Uruguay y que lo ubicó, ya a principios del siglo XX, entre los 
primeros países del mundo en cuanto a esta reglamentación. 


Si el Poder Legislativo así lo entendiera, estaríamos dispuestos —y pensamos que 
empresarios y trabajadores, seguramente, también— a hacer algunas actividades conjuntas en torno al 
17 y 18 de noviembre, en conmemoración de la Ley de 8 horas y de la creación del Primer Cuerpo de 
Inspectores, lo que fue una avanzada a nivel mundial. Ese primer Cuerpo de Inspectores de Trabajo se 
constituyó de 25 integrantes. Además, reitero, celebraríamos la consagración de lo que significó la Ley 
de 8 horas para el país. 


Estas eran dos cuestiones previas que queríamos plantear a los señores Senadores antes de 
ingresar a la consideración de los temas que nos convocan; ya nos dirigimos a ellos. 


Con relación a la negociación colectiva, puedo decir que en estos siete meses hemos puesto 
en marcha los dos grandes sectores de negociación colectiva, que son el privado y el público. En 
ambos sectores, en este período se viene desarrollando de manera intensa y simultánea, la 
negociación colectiva. 


En el caso del sector privado están funcionando 57 grupos y subgrupos, a partir de 24 grupos 
que son del sector privado y, al mismo tiempo, también están funcionando en el sector público. 


Por otra parte, han venido funcionando periódicamente y con mayor asiduidad que en 
períodos anteriores los dos consejos superiores: el Consejo Superior de Negociación Colectiva del 
Sector Público y el Consejo Superior Tripartito del sector privado. Paralelamente, también viene 
funcionando el Consejo Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, que también se ha instalado y 
está trabajando muy bien. De parte del Ministerio hemos sugerido seis temas para ese Consejo 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, más otros que han agregado las partes. Como saben los 
señores Senadores, este también es un ámbito multipartito en el que participan varios organismos de 
gobierno, empresarios y trabajadores. Estos tres Consejos vienen funcionando y, en particular, los dos 
de negociación colectiva, más especificamente, salarial. 


Para los dos ámbitos de negociación colectiva, es decir, para el sector público y el privado, 
se indicaron lineamientos por parte del Poder Ejecutivo. Fueron denominados así más que pautas 
salariales porque desde el Poder Ejecutivo se buscó incorporar específicamente otros aspectos a la 
negociación colectiva, además de lo principal, que es el tema salarial. Por eso hablamos de 
lineamientos de negociación colectiva y de Poder Ejecutivo, porque en ambos casos —tanto para el 
sector público como para el sector privado— los lineamientos fueron aprobados previamente por el 
Consejo de Ministros, es decir, antes de ser puestos a consideración de las partes y de iniciarse el 
proceso de negociación. 


En el caso de los lineamientos del sector público, como saben los señores Senadores, la 
negociación es más bien bipartita: por una parte, los representantes del Gobierno —el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, el Ministerio de Economía y Finanzas, la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y la Oficina Nacional del Servicio Civil- y, por otra, los Sindicatos o Federaciones 
correspondientes por parte de los trabajadores públicos. 


En el caso del sector privado también está el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Se 
puede convocar, en carácter de asesor, a otros organismos del Gobierno, en particular, al Ministerio de 
Economía y Finanzas y, además, están las Cámaras Empresariales y los Sindicatos o Federaciones 
del ramo. 


En el caso del sector público los lineamientos del Poder Ejecutivo fueron recibidos en un 
ambiente favorable por parte de los Sindicatos, las Federaciones Públicas y el propio PIT—-CNT. Se 
están desarrollando los procesos de negociación por rama de actividad, en paralelo con la 
consideración del Presupuesto nacional, que mucho tiene que ver con estos temas. 


En el caso del sector privado los lineamientos del Poder Ejecutivo fueron criticados tanto por 
el sector empresarial como por el PIT-CNT. En los medios de comunicación se destacó la reacción 
crítica del PIT=CNT, pero el sector empresarial también tuvo su reacción. Incluso hay un documento 
crítico del sector empresarial, así como también hay un documento crítico del PIT-CNT sobre los 
lineamientos del sector privado. 


El propio Presidente de la República creó un grupo de trabajo de evaluación integrado por los 
Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social y por él mismo. Nos hemos 
reunido tres veces para evaluar la marcha de la negociación colectiva tanto del sector público como del 
sector privado. 


A partir de la primera presentación que se hizo sobre los lineamientos para el sector privado, 
reconocimos que se había cometido un error en la presentación porque fue en una conferencia de 
prensa luego de un Consejo de Ministros. Reconocimos públicamente que esa no había sido la mejor 
forma, ya que habría que haberlo hecho en el ámbito correspondiente, cosa que sí hicimos en la 
negociación para el sector público y que también hicimos cuando hubo un cambio de flexibilización de 
las pautas o lineamientos en ese sector. 


A esta altura llevamos dos meses de negociación —en principio, nos planteamos tres meses de 
plazo en el sector privado; estamos entrando en el último mes y excepcionalmente podría 
prorrogarse. Adelanto que creemos que en el correr de este mes de octubre y eventualmente de los 
primeros días de noviembre, la mayoría de los grupos van a estar resolviendo y en forma tripartita. Esta 
es la opinión que podemos adelantar a esta altura del proceso de negociación del sector privado. 


Esto puede parecer contradictorio con las primeras fuertes críticas que tuvimos de ambas 
partes, pero creo que el proceso de negociación ha demostrado que, por un lado, los lineamientos no 
eran tan malos y que, por otro, ofrecían una serie de posibilidades creativas de negociación que a esta 
altura del proceso se van poniendo en práctica e implementando. En ese sentido, esos lineamientos a 
los cuales aludíamos establecen algunos objetivos por parte del gobierno que tienen que ver con la no 
pérdida del salario real y la posibilidad de continuar el proceso de recuperación del salario real que se 
ha venido dando en los últimos diez años. Esos objetivos son fundamentales para el gobierno y, en 
nuestra opinión, necesarios para el país. 


Por otra parte, se establecen algunos lineamientos nuevos como el aumento nominal de 
salarios en forma diferencial —previendo que los propios actores se autoclasifiquen en sectores 
dinámicos, medios y en problemas-—, y al mismo tiempo, mecanismos de corrección que recientemente 
se han flexibilizado. En un inicio, esos mecanismos apuntaban a los primeros 24 o 36 meses. Al mismo 
tiempo, se establecen lineamientos con partidas por productividad u otros parámetros, tendiendo a que 
sean objeto de la negociación y que impacten lo menos posible en el bolsillo de la ciudadanía con una 
mitigación en el traslado a precios y tarifas de los aumentos que se otorguen por encima de los montos 
establecidos. Esto se buscó, tanto en el sector público como en el privado, apuntando a la mejora de 


gestión, de los servicios y de la productividad. Específicamente el tema de la productividad está 
incluido dentro de los aspectos de la negociación y se habla de la productividad por empresa, por 
grupo de empresas o ramas de la actividad. 


Aprovechamos la oportunidad para destacar que el grupo asesor del que hablamos al principio 
y que fue, y sigue siendo, actor fundamental de la cultura del trabajo para el desarrollo, ha decidido 
que el tema a considerar ahora esto ha sido un acuerdo entre los referentes empresariales y 
sindicales—- sea la productividad. La próxima semana habrá dos reuniones sobre el tema porque 
entendemos que la productividad es sustancial para el desarrollo del país. 


Creemos que este ámbito informal de reflexión, pero muy representativo del quehacer 
nacional, puede ser interesante para encarar un tema en el que Uruguay está atrasado y no ha podido 
desarrollar suficientemente. De todos modos, entendemos que hay un avance porque ahora 
empresarios y trabajadores están dispuestos a considerarlo en forma conjunta y eso es positivo para el 
país. 


Por otra parte, los lineamientos también abren la posibilidad de negociación a otros temas de 
interés nacional como la propia cultura del trabajo, la formación profesional y el sistema de cuidados. 
Estos lineamientos que, como dije, fueron planteados hace dos o tres meses ya están teniendo 
concreciones en ese aspecto. 


El primer convenio firmado, que es el de la salud privada, incluye la formación como una de 
sus características fundamentales y para ello se adjudica una partida. Hay otros convenios que se 
están discutiendo como el de la bebida, incluyendo el tema de cuidados a través de una guardería. 
Pongo estos dos ejemplos porque el convenio con la salud privada ya se firmó y en el caso de la 
bebida, se está por firmar. También tenemos experiencias parecidas en otros dos sectores importantes 
como el del transporte de pasajeros y la banca privada donde las negociaciones se encuentran 
avanzadas y se incluye alguna de las novedades de los nuevos lineamientos. 


En este aspecto podemos señalar, sin perjuicio de quedar a las órdenes de los señores 
Senadores para responder las consultas que deseen realizar, que se está trabajando en esta etapa 
intensamente, y estimamos que en los próximos quince días contaremos con la firma tripartita de una 
serie de convenios de sectores importantes de actividad. Se está negociando intensamente en los 24 
grupos del sector privado y también en el sector público donde se ha tomado como base la ley de 
negociación del sector público que establece como piso el aumento de salarios según IPC, aunque 
también se están analizando otras posibilidades. 


Nosotros somos moderadamente optimistas en que, a más tardar, a mediados de noviembre 
se apruebe una mayoría importante de convenios tripartitos. 


Me quedo por acá y con mucho gusto contestaremos las preguntas de los señores 
Senadores. 


SEÑOR DELGADO.- Parte de la iniciativa es conocer la posición del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social frente a algunas situaciones que puedan darse. Usted ha hecho referencia a que esta ronda 
tiene pautas diferentes a las anteriores y está dividida en tres sectores. El sistema es novedoso. 
Adelanto que en lo personal nos parece que además de novedoso es ingenioso y bastante realista 
para la situación muy dispar de los sectores que, quizás, con el tiempo se pueda ir uniformizando, pero 
parte de un origen bastante diferente de los sectores económicos. 


El señor Ministro expresó que los sectores de actividad se autoclasifican en dinámicos, 
medios y con dificultades. En ese sentido hay una pregunta que queremos hacer porque tiene que ver 
con algo que me parece que es importante saber ¿qué ocurre cuando las autoclasificaciones no 
coinciden? ¿Quién lauda? ¿Cómo laudan cuando hay diferendo entre los distintos sectores sociales, 
cuando los empresarios autoclasifican a un sector en una categoría y los trabajadores en otra? 


Obviamente eso tiene que ver con las pautas y, sobre todo, con los correctivos. Le vamos a 
pedir —para que conste en la versión taquigráfica- que detalle cómo quedan, según los diferentes 
sectores, las pautas bases, los correctivos y el plazo. Sé que hubo una propuesta inicial de los 
correctivos que después se modificó en función del tiempo. Esa es la primera pregunta que tiene que 
ver con el diferendo en caso de que no haya acuerdo. 


La segunda refiere a si hubo corrección en las proyecciones de infracción establecida para la 
elaboración de las pautas a raíz de algunos agravamientos económicos. Uruguay exporta mucho a 
China, pero sobre todo Brasil que hoy tiene una realidad muy diferente a cuando empezaron a negociar 
las pautas, producto de la situación que se está viviendo. ¿Ha habido alguna evaluación en la 
negociación o se mantienen las pautas originales? ¿Cuál es la posición del Ministerio en el caso de 
que haya sectores que acuerden por encima de las pautas? Todos sabemos que esto también es un 
equilibrio variable. Recién habló —si mal no recuerdo— de un piso del IPC, ¿qué pasa si la negociación 
es a la inversa? ¿Qué pasa con la transferencia de precios? Todos sabemos que el Ministerio de 
Economía y Finanzas tenía un acuerdo de precios para una determinada canasta de productos que 
venció, que se está renovando o ya se renovó. ¿Hay algún seguimiento para saber si estas pautas se 
transfieren o de qué forma se transfieren a precios de cada empresa, obviamente, en el sector de 
actividad? 


lba a preguntarle por la productividad, pero el señor Ministro se adelantó y dijo que hay 
voluntad del Poder Ejecutivo de ir incorporando el tema de la productividad. Creí entender que además 
están estimulando a que sea parte de la negociación o por lo menos habilitarlo para que en esta ronda 
lo sea. En ese caso, ¿quiénes fijan los indicadores? ¿Se fijan tripartitamente? ¿Los fija el Poder 
Ejecutivo? La clave de la productividad es tener indicadores objetivos para que puedan ser medidos. 


Le hago todas las preguntas juntas porque algunas tienen que ver con el sector privado y 
otras con el público. 


El señor Ministro dijo que a nivel del Poder Ejecutivo hay un plazo de negociación de, 
aproximadamente, dos meses —estaría restando un mes más- y que si bien la ronda empezó con 
dificultades, tiene expectativas positivas de que al cierre del próximo mes se registre un avance en la 
firma de los convenios. No sé si el señor Ministro nos podrá decir cuántos convenios hay firmados al 
día de hoy, entre los cuales, el más notorio fue el de la salud privada. Creo que, en realidad, no hay 
tantos convenios firmados si se tienen en cuenta las rondas que se están haciendo. En lo personal, 
tenía la expectativa de que en noviembre hubiera un empujón hacia la firma de estos convenios pero, 
en caso de que ello no ocurra, ¿se ha previsto extender el plazo? ¿El Poder Ejecutivo va a laudar en 
ese sentido o lo laudará si lo tiene definido en función de sus propias pautas? 


Sobre fines del mes de julio "momento en que se empezaba a hablar de las pautas—, en un 
suplemento del diario El País, leímos una nota de Juan Manuel Rodríguez donde hablaba del diseño 
de los lineamientos sobre la base de aumentos nominales, sobre todo, de los sectores en dificultades y 
cómo se vincula ello con la propia estimación de la inflación proyectada por el Poder Ejecutivo. Había 
una interrogante, que me parece interesante plantear hoy aquí para que el Ministro la pueda responder, 
vinculada al hecho de que los sectores en dificultades tengan hoy una amenaza mayor en cuanto al 
salario real en función de la inflación. Es más, de esa nota se desprendía que podía existir la amenaza 
de alguna pérdida del salario real. ¿El Poder Ejecutivo tiene idea de implementar alguna cláusula 
gatillo en ese sentido? Sabemos que en el tema de la inflación, una cosa son los objetivos 
inflacionarios que el Gobierno ha mantenido y, otra, la inflación real y la inflación subyacente. En 
realidad, hay una cantidad de variables presionando sobre la inflación —algunas ya fueron 
mencionadas— como, por ejemplo, los salarios, los precios, las tarifas y el tema de la evolución del 
valor del dólar. Como dijimos, hay un equilibrio variable. En caso de que la inflación esté por fuera de 
las expectativas de la pauta, ¿se ha previsto aplicar cláusulas gatillo? Si fuera así ¿cómo accionarían? 
Estas son las preguntas que quería hacer respecto al sector privado. 


Sobre el sector público voy a formular una pregunta más genérica porque, en realidad —lo 
dijo el señor Ministro—, aquí cambian los actores. Las dos partes son trabajadores y Estado. 


Bien dijo el señor Ministro que los salarios privados se ajustan por un valor nominal muy 
similar al de la inflación —por lo menos, según las pautas que tenemos—, mientras que los públicos 
están mucho más vinculados a la evaluación de la inflación en función del objetivo inflacionario del 
Gobierno. ¡Queremos ver si eso se desfasa porque quizás existan dos líneas de pautas, con 
incrementos y correctivos distintos, en función de cómo miremos la variable inflacionaria! Bien dijo el 
señor Ministro que, en realidad, en el tema de los públicos hay algunas normas presupuestales que 
están relacionadas como, por ejemplo, los compromisos de gestión. Me gustaría conocer su opinión al 
respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Quizá hoy o mañana, a más tardar, podremos enviar a los señores Senadores, 
vía electrónica, los lineamientos que están vigentes para el sector privado. Allí constan una serie de 
informaciones que estarían dando respuesta a algunas inquietudes del señor Senador Delgado. Vuelvo 
a decir que, si podemos, lo estaremos enviando hoy mismo; de lo contrario, en el día de mañana. 


Por otro lado, hay un aspecto que olvidé mencionar en la presentación inicial, pero es 
importante y tiene que ver con algunos de los aspectos que planteaba el señor Senador Delgado. Me 
refiero al tema del aumento del diferencial para los salarios más bajos y para el salario mínimo 
nacional, que es parte de los lineamientos y uno de los aspectos que ha sido bien valorado por todas 
las partes. Siempre hay algún matiz, alguna crítica, pero, en general, las propuestas de aumento del 
salario mínimo nacional y de aumento de los salarios más bajos fueron bien valoradas, tanto por 
empresarios como por los trabajadores, sobre todo cuando en la segunda conferencia brindada en el 
propio seno del Consejo Superior Tripartito se explicó de forma más detallada y más clara cómo se 
aplicaba ese aumento para los salarios más bajos. Señalo esto porque, en algunos casos, hay que ver 
no solamente la clasificación que se dé en los sectores dinámicos medios o con problemas sino, 
además, los salarios de esos sectores. En algunos casos, más o menos, hay concordancias, pero hay 
que tener en cuenta que el peso que tienen los salarios más bajos y los aumentos importantes que 
reciben en estos lineamientos, tienen una incidencia que, en algunos casos, es en cascada. ¿Por qué? 
Porque el hecho de aumentar los salarios más bajos en forma superior a los aumentos que se 
acuerden en general para todos los trabajadores, genera aumentos por las categorías hacia arriba. A 
modo de ejemplo, si a un peón se le aumenta más por los lineamientos del Poder Ejecutivo 
establecidos para los salarios más sumergidos, eso genera que por diferencias de categorías haya 
otros aumentos en las categorías superiores. 


Algunas de las preguntas que hace —y muy bien— el señor Senador Delgado refieren a 
cuestiones que están en proceso de negociación, y creo que todos en esta mesa queremos ayudar a 
ese proceso. Por ejemplo, al día de hoy está firmado, cerrado, el convenio de la salud privada, del cual 
traje una copia que puedo dejar. Allí aparecen algunas de las cosas que decíamos en cuanto a esto de 
la formación. Y en cuanto a los porcentajes de recuperación en el sector de la salud privada se 
establece, en contrapartida de un proceso de formación, un 1,5 % en enero del 2016, y un 2 % en 
enero del 2017, en ese caso con traslado a precios; era una de las preguntas que hacía el señor 
Senador. Esto fue expresamente acordado. 


En algunos sectores se está discutiendo la autoclasificación y se nos está pidiendo 
información; en algunos sectores se está aprendiendo a estudiar la realidad del sector, porque esto 
nunca se había hecho. 


Particularmente en el tema de la productividad, tal como he dicho —aunque quizás lo dije un 
poco al pasar- Uruguay está atrasado, Uruguay tiene carencias. Creo que el paso adelante es la 
aceptación de empresarios y trabajadores en cuanto a que este tema debe estar arriba de la mesa y 
puede ser objeto de negociación. 


Hace 30 años, cuando fui dirigente sindical, «productividad» era una mala palabra para el 
movimiento sindical; hoy ha dejado de serlo, y creo que ese ha sido un paso importante. Considero que 
la mejora de la productividad es imprescindible para el desarrollo del Uruguay. Y el hecho de que en 
ese grupo asesor, que era informal pero muy representativo —porque había unas 25 personas 
provenientes del mundo sindical, del mundo empresarial en su mayoría, de la academia y de 
organismos internacionales—, se haya aceptado esto fue un hito positivo en el desarrollo del tema. 
Conversamos expresamente con los Presidentes de las Cámaras y con el Presidente y el Secretario 


General del PIT-CNT sobre qué les parecía si incorporábamos el tema de la productividad en ese 
grupo asesor y todas las partes estuvieron de acuerdo con que ese fuera el ámbito en el que se 
empezara a considerar. Creo que en esta ronda no va a haber muchos avances en productividad, no 
por culpa de los sindicatos, de los empresarios o del gobierno, sino porque el país no ha avanzado en 
este tema. Ciertamente, es un tema difícil, pero estamos tratando de considerarlo con la mayor 
rigurosidad. La semana que viene tendremos una reunión en la que vamos a presentar algunas 
experiencias nacionales. Vamos a traer un primer experto internacional, le pedimos asesoramiento a la 
OIT y a otros organismos multilaterales y considero que sería muy bueno que todas las instituciones 
del país ayudaran en esta tarea. 


Con respecto a la autoclasificación, agradezco las expresiones del Senador Delgado. 
También es una innovación y llevará un proceso. Creo que en esta sexta ronda vamos a avanzar 
bastante en ese camino. Por ejemplo, un sector con problemas, que es el de la vestimenta, nos pidió 
que prorroguemos el convenio anterior por acuerdo de empresarios y trabajadores, y lo estamos 
estudiando. Acá hubo una devolución al gobierno; el sector empresarial y el de los trabajadores nos 
dijeron: «Nosotros simplemente queremos prorrogar el convenio anterior» y en este momento estamos 
estudiando ese punto. Insisto en que estoy hablando de un sector claramente en problemas y, sin 
embargo, empresarios y trabajadores acordaron prorrogar lo que tenían. Todavía no tenemos una 
definición pero estamos en proceso. Puse este ejemplo ante el planteo que hacía el Senador Delgado. 


Hay sectores que se están autoclasificando y lo están haciendo sin problema. Algunos 
sectores ya se autoclasificaron; otros, no lo han hecho, y es probable que haya otros que no se 
autoclasifiquen. Por ahora estamos dejando avanzar el proceso de negociación porque la estrategia 
fundamental del gobierno es—como dije en mi primera intervención- tratar de lograr la mayor cantidad 
de acuerdos tripartitos posibles. De esta forma respondo al Senador sobre qué pasará cuando haya 
sectores que acuerden por encima o por fuera de los lineamientos. Estamos tratando de que la 
mayoría de los acuerdos sean tripartitos porque somos ideológicamente partidarios del tripartismo, por 
considerar que es bueno para el país. Quiero destacar que hemos encontrado muy buena comprensión 
tanto de empresarios como de trabajadores. Estamos tratando de avanzar en la búsqueda de estos 
convenios tripartitos sin perjuicio de que, como todos ustedes saben, existen negociaciones bipartitas, 
bilaterales, etcétera. Por ahora estamos tratando de llegar a eso. 


¿Qué pasaría si hubiera sectores que acordaran en forma bipartita por encima de los 
lineamientos? Los propios lineamientos prevén que si son sectores tarifados, subsidiados oO 
beneficiados con determinadas políticas públicas, se verá qué es lo que se hace. Este es uno de los 
temas que tenemos en discusión, por ejemplo, en el sector de la bebida. 


¿Qué pasa con el tema de la transferencia de precios? En setiembre hubo un avance relativo 
en cuanto a una desaceleración del crecimiento de la inflación, lo cual es un dato positivo, pero hay 
que seguir trabajando en ese camino. Cuando se hizo el acuerdo de precios con la Cámara de 
Industrias, la Asociación de Importadores y Mayoristas de Almacén, la Asociación de Supermercados 
del Uruguay y las dos Asociaciones Frigoríficas, estuvimos acompañando al Ministerio de Economía y 
Finanzas en la presentación del mismo. Eso lo hicimos a solicitud de las propias Cámaras 
Empresariales, hecho que agradecemos y destacamos. Creemos que hay que seguir por esos 
caminos, intentando continuar desacelerando la inflación, ubicándola en determinados parámetros. 


Vamos a tratar de atender, además, las distintas situaciones que se dan a nivel de la macro 
economía y también, como bien señalaba el señor Senador Delgado, los cambios que suceden en 
otros países. Hoy tenemos una gran preocupación por el sector lácteo, donde estamos teniendo un 
conflicto nacional que, según entiende el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, responde a razones 
menores que podrían influir en la ya complicada situación internacional que enfrenta el sector. Esta 
industria tiene amplias de desarrollo en el país y para todos nosotros es prioritario la defensa de la 
familia tambera, de la ciudadanía rural y de la red de producción que se genera con ella. Esto también 
tiene que ver con situaciones internacionales que estamos enfrentando en este momento, que han sido 
atenuadas por el acuerdo con Venezuela. En este caso, tenemos un país con amplias posibilidades de 
desarrollo para el sector lácteo —a diferencia de lo que ocurre con otros sectores de actividad pero, 
en este momento, hay un conflicto —que en opinión del Gobierno, reitero, obedece a razones 
menores— que esperamos se resuelva en estas horas ya que, de lo contrario, podría agravar la 
compleja situación internacional que enfrenta el sector. 


Lo mismo sucede con otros factores. En estos días recibimos a una importante delegación del 
departamento de Rivera, encabezada por el Presidente e integrada por Legisladores de los tres 
Partidos Políticos y representantes de las Asociaciones Comerciales, y estamos siguiendo muy de 
cerca las posibilidades que tiene el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de brindar algún apoyo. 
Quizás podamos colaborar por medio del seguro de paro o de los mecanismos para la formación a 
empresarios y trabajadores a través del Inefop. En el mismo día de ayer trasmitimos una serie de 
planteamientos dirigidos al Ministerio de Economía y Finanzas, conversamos personalmente de ellos 
con el señor Ministro Astori y le reenviamos las carpetas que recibimos de parte de esta importante 
delegación. Ponemos esto como ejemplo de la actitud que tratamos de tener ante la complejidad de las 
situaciones que se están dando. 


En resumen, estamos pensando que hacia fines de octubre o en la primera quincena de 
noviembre, con el proceso que se ha iniciado estos últimos quince días, estaríamos culminando en 
forma tripartita la mayoría de los Convenios en el sector privado. Específicamente, en el sector público 
ya hemos acordado en base al artículo 4% de la Ley N* 18.508, o sea que todos los trabajadores del 
sector público tendrán aumento según el IPC. Además, se está planteando la posibilidad de introducir 
mejoras adicionales en base a mejoras de gestión en el sector público. Con un criterio similar al del 
sector privado estamos intentando que las mejoras realmente beneficien a la población. En el caso del 
sector privado apuntamos a que los aumentos por encima de los lineamientos no se trasladen a los 
precios, y en el del sector público procuramos que los aumentos por encima del IPC se traduzcan en 
mejoras de gestión para la población. 


Creemos que un ejemplo muy claro y muy notorio de esta política que estamos siguiendo 
desde el Poder Ejecutivo es lo que planteamos para el convenio de los trabajadores de la educación 
pública, donde claramente estamos asegurando el IPC para todos ellos y mejoras por encima del IPC 
en caso de que haya un convenio que implique un acuerdo que permita otorgar otras partidas y otros 
beneficios. 


He tratado de contestar o de reflexionar sobre los distintos planteos del señor Senador 
Delgado. Espero haber cumplido, por lo menos en parte, con ello. 


SEÑOR DELGADO.- Me quedó una pregunta. 


El señor Ministro dijo que estaban en un proceso de negociación y si es así no voy a insistir, 
por razones obvias, porque no estamos para entorpecer la negociación. Dije que era ingeniosa y 
creativa la autoclasificación. En caso de que hubiera acuerdo me gustaría saber si se estableció cómo 
se laudaría o si se está negociando. 


SEÑOR MINISTRO.- En este caso, los lineamientos dicen que los sectores se autoclasifican. Por ahora 
estamos conversando sobre qué vamos a hacer cuando eso no ocurra, pero todavía no está definido. 


Pido disculpas porque me olvidé de hablar sobre los plazos de los correctivos. En relación 
con ese tema ha habido dos flexibilidades. Una ya fue anunciada cuando tuvo lugar la segunda ronda 
de presentación que hicimos ante el Consejo Superior Tripartido para que los ajustes fueran anuales o 
semestrales, y la otra es que hay algunos preacuerdos que están en base avanzada de concreción 
para que se acepten correctivos a los 18 meses, en lugar de a los 24 meses. 


SEÑOR DELGADO.- ¿Eso se modificó en el transcurso de la negociación? 
SEÑOR MINISTRO..- Se ha ido modificando en el transcurso de la negociación. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Quizá el señor Ministro ya contestó esta pregunta y yo no lo escuché. Cuando 
se estableció el tema de la negociación de los públicos una de las aspiraciones era incorporar a los 
Gobiernos Departamentales. Naturalmente, ahora se avecina el tiempo de las negociaciones y creo 
que sería muy importante para los Gobiernos Departamentales y para el ámbito de la negociación 
colectiva pública que se los incluyera. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco la pregunta del señor Senador Carámbula. Hemos tenido un avance 
sustantivo en el proceso hacia la negociación colectiva con las intendencias. El pasado 17 de 
setiembre comparecimos ante el Congreso de Intendentes, que se reunió en San Pedro de Timote, 
Florida. Para más detalle de los avances allí logrados, está publicada en la página web del Ministerio el 
acta del Congreso de Intendentes con la desgrabación de nuestra comparecencia allí. Felizmente 
encontramos apoyo tanto en la Presidencia del Congreso de Intendentes, a cargo del economista 
Botana, como en la Presidencia en particular de esa sesión, a cargo del Intendente Enciso. Además, 
luego de la presentación que hiciéramos en el seno del Congreso de Intendentes, una docena de 
Intendentes intervinieron favorablemente con respecto al tema del desarrollo de la negociación en dos 
niveles. En primer lugar habría un nivel macro, que sería entre el Congreso de Intendentes y la 
Federación Nacional de Municipales. Incluso avanzamos en algunos parámetros específicos que 
podría contener el acuerdo marco, lo que les pareció importante y fue apoyado por la mayoría de los 
Intendentes que hicieron declaraciones en esa instancia, las que aparecen en la página web del 
Ministerio. Y el otro nivel que planteamos es la negociación en cada Intendencia. 


Todos sabemos que Uruguay está a la cabeza de América Latina en el sistema de negociación 
colectiva en el sector privado y en el sector público. En el caso del sector público, lamentablemente 
solo Argentina y Uruguay tienen niveles importantes de negociación. El paso que seguramente 
estaremos concretando ya de inmediato con el Congreso de Intendentes, a partir de esta reunión que 
tuvimos hace veinte días, va a significar un nuevo avance en la negociación colectiva en el Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTA.- Nos queda pendiente el tema de la propuesta de modificación de la Ley N* 
16.241. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante todo quiero señalar que el doctor José Luis Baumgartner, Director Nacional 
de Seguridad Social, es quien expresamente ha trabajado en este tema. 


Lo primero que queremos destacar es el importantísimo nivel de acuerdo y de consenso que 
hay con el proyecto de ley que hemos remitido desde el Poder Ejecutivo. 


Como los señores Senadores saben, desde el BPS y desde el Poder Ejecutivo se venía 
intentando, desde el año 2006, modificar la Ley N* 16241, pero lamentablemente, por distintas 
razones, se fracasó en esos intentos durante todo este tiempo. Hoy están previstas elecciones para el 
último domingo de marzo del año que viene —o sea, faltan menos de seis meses-, y si esas elecciones 
se realizaran de acuerdo con la ley vigente, volveríamos a tener los mismos o más problemas y críticas 
que en las instancias electorales anteriores, que fueron muchos. Es común, ante cada instancia 
electoral de este tipo, que se realicen críticas al BPS y a la Corte Electoral. Nosotros creemos que el 
problema fundamental radica en la normativa existente y por eso hemos bregado por la modificación de 
esa normativa. Creemos que hoy estamos en excelentes condiciones para lograr —si así lo entendiera 
el Poder Legislativo, que es el que hoy tiene la posibilidad de hacerlo- un cambio normativo con alto 
consenso social, técnico y, me animaría a decir, político. 


Este proyecto de ley que el Poder Ejecutivo envió a consideración del Parlamento ha sido 
expresa e intensamente dialogado durante todo este tiempo con los tres sectores sociales 
involucrados, con todas las Cámaras Empresariales, con el PIT-CNT y con la Organización de 
Jubilados y Pensionistas. Se dialogó muy intensamente a través de un grupo de trabajo que se creó en 
el mes de mayo; se trabajó durante más de cien días y se consultó a la Corte Electoral sobre aspectos 
técnicos de la propuesta, a la que agradecemos los aportes realizados. 


Finalmente, luego de los acuerdos políticos con las organizaciones representativas de 
empresarios, trabajadores y jubilados, se creó un grupo de redacción del anteproyecto de ley que 
ustedes tienen a consideración. Esto es algo nuevo en el país, pero es parte de la rica experiencia de 
diálogo social nacional. Allí se convocó a un abogado del sector empresarial, uno de los trabajadores y 
otro de los jubilados y pensionistas —nombrados por cada uno de los sectores— para que participaran 
expresamente en la redacción de la ley. Es así que se redactó la ley. Nosotros nos animaríamos a decir 
que este proyecto de ley que remitió el Poder Ejecutivo tiene un 95 % o un 99 % de consenso de los 
tres sectores sociales, por no decir el 100 %. Hay muy pequeños matices que no alteran la sustancia 


de lo que se ha planteado, y reitero que fue muy intensamente discutido, dialogado, consensuado y 
redactado. Fue un muy buen ejemplo de participación social en la elaboración de una normativa. 


Sin perjuicio de eso, el BPS y la Corte Electoral vienen trabajando como si fuera a haber 
elecciones de acuerdo con la ley de vigente, en marzo de 2016. Tanto es así que en estos días se 
generaron discusiones públicas acerca de qué sucedía si se votaba o no. El BPS presentó en tiempo y 
forma el padrón en la Corte Electoral por si se realizan las elecciones el último domingo de marzo de 
2016. Se trata de un padrón sólido y consistente que tiene entre el 95 % y el 96 % de verificación de 
los documentos de los electores. 


Se trata de un proyecto de ley que recoge la experiencia que hemos tenido todos estos años. 
Recordemos que en el caso de los jubilados y pensionistas se vienen haciendo elecciones desde el 
año 1992 y en el de los trabajadores y empresarios desde 2006. O sea que llevamos dos actos 
electorales completos para los tres sectores -2006 y 2011—, y eso ha permitido recoger una 
experiencia. En el caso de los jubilados y pensionistas siempre se presentaron varias listas; en general, 
estamos hablando de tres por elección; en el sector de los trabajadores siempre hubo una sola, y en 
cuanto a los empresarios, en la última elección hubo una sola lista, mientras que en las elecciones de 
2006 se presentaron tres. A raíz de estas experiencias, en el proyecto de ley se propone que en caso 
de que un sector presente una sola lista, se establece un mecanismo por el cual no se llama a 
elecciones. 


También el proyecto de ley busca corregir otros problemas que hubo, algunos de ellos 
famosos, como cuando correctamente no se le permitió votar al entonces presidente de la República, 
José Mujica. ¡Qué día! ¡Fue un 26 de marzo de 2011! ¡No me olvido más! La iniciativa resuelve ese 
problema que tuvo el hoy Senador y ex Presidente y mucha otra gente, como consecuencia de lo que 
dice la Ley N* 16.241 en cuanto a la actividad ininterrumpida en los últimos doce meses. Hoy se 
pretende corregir esa situación con una propuesta ingeniosa: el llamado padrón foto en dos instancias. 


Asimismo hay una problemática en el sector empresarial, porque la ley vigente prevé que si 
las empresas colectivas no nombran apoderado para votar, no pasa nada, pero si lo nombran — 
cumpliendo con la ley- y ese apoderado por equis razón no concurre el día de las elecciones, hay 
sanción. Entonces, el proyecto de ley también corrige esa situación que fue problemática en los dos 
períodos anteriores. 


Al mismo tiempo, en acuerdo con los sectores sociales —esto también es algo que nos parece 
importante destacar—, se aumentan las exigencias para la presentación de listas representativas. En el 
proyecto de ley verán que se usa un criterio diferente para cada sector, atendiendo a la realidad y a las 
posibilidades de información existentes. En un caso se usa el sector de afiliación al BPS y en otro, se 
utilizan los códigos de sectores de actividad para permitir tener listas representativas nacionales, no 
corporativas, aspecto que quiero subrayar. Creo que una de las esencias de lo bueno del BPS es la 
representación social no corporativa, que ya lleva 23 años se cumplieron en el día de ayer— 
aplicándose muy satisfactoriamente. En ese sentido, aprovechamos a agradecer la actividad que el 
Parlamento va a llevar adelante el próximo 15 de octubre. 


Diría que de alguna manera estos son los principales cambios que se proponen en este 
proyecto de ley, sin perjuicio de que el Director Baumgartner pueda ampliar la información técnica 
sobre este tema, porque es quien sabe de esto y además porque es quien ha llevado adelante el 
proceso de negociación y de redacción con los sectores sociales. 


Creo que sería muy importante que se pudiera aprobar este proyecto de ley lo más 
rápidamente posible. Asumimos parte de la responsabilidad del tiempo que nos insumió su elaboración 
pero sucede que la democracia y la participación a veces llevan tiempo —aunque eso es bueno-; 
hubiéramos querido presentarlo antes pero la búsqueda de los acuerdos con los tres sectores nos 
demoraron más de lo previsto en aras de lograr un mejor anteproyecto de ley. Por tanto, haciendo un 
poco de abuso, pero respetando la autonomía e independencia del Poder Legislativo, pediríamos que 
trataran de aprobar este proyecto de ley lo antes posible de modo de permitir que las elecciones en 
lugar de realizarse en marzo de 2016 de acuerdo con la legislación vigente —eso aumentaría los 
problemas existentes, o por lo menos los mantendría—, pudieran tener lugar en el mes de setiembre, tal 


como se prevé en el proyecto de ley. Quiero aclarar que la fecha fue acordada, no solo con los actores 
sociales sino también con la Corte Electoral, pues tanto para este organismo como para aquéllos es 
muy difícil hacer elecciones en marzo de cualquier año porque, como comprenderán, no permite 
mucha difusión previa de las distintas plataformas, candidatos, normativas y demás, pero hacia 
setiembre sí habilita más información que, sin duda, es una de las condiciones de la democracia para 
la mejor resolución de sus políticas. 


Agradezco la atención de los señores Senadores y quedo a las órdenes para evacuar 
cualquier consulta que quieran realizar. 


SEÑOR MIERES.- Sin perjuicio de que las modificaciones propuestas tienen razonabilidad, vamos a 
analizar el proyecto de ley antes de llegar a una definición. 


Me gustaría formular una pregunta acerca de un asunto que hemos impulsado por la vía del 
proyecto de ley —lo presentamos hace un par de meses en el Parlamento-—, que tiene que ver con la 
eliminación de la obligatoriedad del voto en estas instancias; creo que, además, va en la misma 
dirección que sugiere el proyecto de ley enviado por el Ministerio, que opta por el lado de la oferta, o 
sea, si hay una sola opción, entonces la elección se da por hecho en la medida en que esa opción sea 
representativa, y en tal caso no hay acto eleccionario para el orden correspondiente. 


Tenemos la impresión de que la obligatoriedad del voto para esta y otras instancias que no 
son de gobierno es un exceso desde el punto de vista legal; obviamente, no es ilegal ni 
inconstitucional, pero nos parece que la ciudadanía ha dado señales muy claras al respecto. Si 
tomamos los datos de la última elección de los Directores Sociales del Banco de Previsión Social —con 
obligatoriedad de votar porque si no, se sancionaba—, podemos ver que el 49,7 % de quienes votaron 
por el orden de los trabajadores votaron en blanco o anularon su voto; lo mismo ocurrió con el 54,9 % 
de los empresarios y con el 17,2 % de los jubilados —un porcentaje bastante menor-, y algo parecido 
sucede en algunas otras elecciones de este estilo, por ejemplo, en el caso del Consejo Directivo 
Central de la Universidad de la República, o de los representantes sociales para la integración de los 
órganos de la ANEP. Creo que para el resto del mundo ya es raro nuestro régimen para las elecciones 
nacionales y departamentales; me refiero a la obligatoriedad con sanción, porque es algo 
absolutamente excepcional. Es más, en Uruguay las elecciones eran obligatorias, pero sin sanción, 
hasta la elección de 1971, momento en que el gobierno de la época quiso garantizarse elevados 
niveles de participación y por lo tanto incorporó la sanción. Reitero que es una excepción en el mundo, 
pero que además lo hagamos extensivo a elecciones de organismos que no tienen que ver con el 
Gobierno Nacional, Departamental o Municipal, parece realmente un exceso. 


¿El Ministerio no evaluó la posibilidad de que, así como del lado de la oferta hay un criterio 
de mayor flexibilidad, se pudiera obviar la convocatoria? ¿No se debería incorporar una eliminación de 
la obligatoriedad y de las sanciones correspondientes, de manera tal que los ciudadanos no sientan 
que, en realidad, están haciendo un acto que muchas veces se expresa de la manera que acabamos 
de señalar? Lo cierto es que la gente no se siente involucrada en el debate y no sabe qué hacer ni qué 
elegir porque, obviamente, estas cosas funcionan sobre la base de organizaciones sociales 
representativas de los distintos actores y de los distintos órdenes. 


SEÑOR DELGADO.- En primer lugar, tengo algunas preguntas técnicas. ¿Cuándo se cerraría el 
padrón? ¿Sería el último día de febrero? Porque de ser así, ¿cuál es el motivo de que se consideren 
las condiciones al 31 de julio del año anterior? 


Por otro lado —voy a ser tremendamente honesto—, antes de que el señor Ministro 
compareciera a la Comisión estuve hablando de este tema y recibí una propuesta de modificación a la 
iniciativa del Poder Ejecutivo, por parte de la Bancada del Frente Amplio, que obviamente analizaré. El 
otro día, en la Bancada de Senadores del Partido Nacional empezamos a hablar del tema, conocemos 
cómo ha sido todo el proceso de elaboración del proyecto de ley, pero obviamente hay una decisión 
que tiene que ser política y parlamentaria. Lo cierto es que la Bancada del Partido Nacional, al igual 
que el Partido Independiente, aún no ha definido su posición al respecto, aunque la llevamos para 
analizar con nuestros asesores. Aprovecho para adelantar algunos comentarios que se hicieron en 
esa reunión de Bancada, que fueron motivos de preguntas y que obviamente iremos analizando y 


tratando de evacuar con los compañeros legisladores. En realidad, como bien se ha dicho con respecto 
al proyecto de ley, si hay una sola opción, una sola lista, no habría elección, pero me gustaría saber 
cómo se llegaría a la conclusión de si hay o no una disputa electoral. 


Asimismo, hay un dato que me gustaría corroborar. Hay una serie de requisitos para poder 
ser elegible y estamos hablando de una elección donde hay más de 800.000 cotizantes trabajadores, 
alrededor de 250.000 contribuyentes y empresarios, y no sé cuántos pasivos habrá. 


SEÑOR MINISTRO.- Son aproximadamente 400.000. 


SEÑOR DELGADO.- En resumen, estamos hablando de una elección grande y ya que hay un cambio 
en las reglas de juego de un proceso que está desencadenado, es imposible que todo el mundo lo 
sepa; esto se hará por medio de una ley, pero es bueno tener en claro cuáles son las garantías de ser 
elector y elegible. 


Se ha hablado de que puede no haber disputa electoral, pero para que la haya se debe 
cumplir una serie de requisitos que me gustaría repasar para confirmar que sean así. Tengo entendido 
que para presentar listas a los diferentes órdenes, las organizaciones deben tener personería jurídica 
con una antigúedad mínima de dos años. De ser así, me gustaría preguntar por qué se habla de dos 
años y no de tres o de uno. Además, deben representar por lo menos al 1 % del padrón en ese orden — 
el de trabajadores— y que sean representativos de más de un grupo de actividad al consejo de salarios. 
En ese caso, obviamente, si todos estos requisitos son condición exigible para poder ser elegible, se 
restringe la cantidad de organizaciones. ¿Cuántas organizaciones cumplen con estos requisitos? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero aclarar que nosotros entregamos recién el comparativo al señor 
Ministro, con la modificación que hemos planteado para el artículo 8%, que simplemente establece que 
aunque se plantea que se trata de empresas contribuyentes, nosotros estamos hablando de personas 
jurídicas. Esa es la única propuesta que estaríamos realizando para la presentación del proyecto. 


Por otra parte, cabe destacar que la Bancada del Frente Amplio está de acuerdo con el 
contenido del proyecto. Quise hacer esta aclaración en virtud del planteo del señor Senador Delgado. 
Por esa razón, también les acercamos los comparativos. 


SEÑOR MINISTRO..- En primer lugar, agradezco los comentarios de los señores Senadores Mieres y 
Delgado. Como los señores Senadores saben, estamos dispuestos, si es posible, a reunirnos 
especificamente por este tema con el Partido Nacional, con el Partido Independiente y con el Frente 
Amplio, porque estamos totalmente convencidos de que esto es necesario y también lo estamos en 
cuanto a que es posible. 


(Dialogados). 


—Este proyecto de ley va a ser muy bueno para el país, ya que fue muy trabajado con los 
sectores sociales. Reitero que nosotros estamos dispuestos a reunirnos —y me animo a decir que los 
sectores sociales también— con los distintos partidos políticos para conversar sobre este tema, porque 
felizmente hemos logrado un consenso. 


Con relación a las reflexiones del señor Senador Mieres, quiero empezar por marcar una 
pequeña diferencia. El señor Senador dijo que no creía que el Banco de Previsión Social fuera un 
organismo de gobierno. 


SEÑOR MIERES.- Aclaro que estábamos hablando de ciudadanía, y el Banco de Previsión Social es 
un organismo de gobierno de un área de la actividad pública, pero no un órgano de gobierno de 
ciudadanos. 


SEÑOR MINISTRO.- Con el mayor respeto debo decir que, a mi juicio, el Banco de Previsión Social es 
un importante organismo de gobierno y en estos 23 años de participación social ha sido un muy buen 


ejemplo de gestión pública con participación social. En este proyecto de ley, precisamente, también 
estamos tratando de seguir apuntando en esa dirección. 


El Poder Ejecutivo y los sectores sociales apoyan la obligatoriedad del voto en general, pero 
se establecen excepciones. Por ejemplo, se establece que en el caso de los mayores de 75 años el 
voto no es obligatorio y también se incorpora otra cosa —que incluso fue objeto de consideración en 
algún momento parlamentario—, que es el pedido de las organizaciones de personas con discapacidad 
que quieren votar, porque en la Ley N* 16.241 los pensionistas por invalidez están fuera. Como decía, 
se han incorporado a este proyecto de ley las organizaciones de personas con discapacidad que 
quieren votar, para que lo puedan hacer. 


Por otra parte, es cierto que hubo un importante porcentaje de votos en blanco y anulados en 
el sector empresarial y en el de los trabajadores. Creo que hay que estudiar profundamente cuánto 
tiene que ver eso porque, justamente, en la elección pasada hubo lista única en ambos sectores, por lo 
que esa puede ser una de las causales de reacción. Además, creo que el mes de marzo no es el mejor 
momento para realizar una elección porque la gente viene del verano. Me parece que la Constitución 
de la República fue muy sabia al separar un año estas elecciones de las elecciones políticas. Creo que 
faltó tener en cuenta la Ley N* 16.241 al momento de las elecciones. Por tanto, reitero que tanto los 
sectores sociales como el Poder Ejecutivo creemos que hay que mantener la obligatoriedad del voto en 
general, con las excepciones que existen, y que el conjunto de mecanismos que se proponen ayudarán 
a tener un mejor desarrollo del proceso electoral, porque también es cierto que, más allá de los 
problemas que tiene la ley vigente, el porcentaje de votación fue muy alto. 


En cuanto a los planteamientos que hacía el señor Senador Delgado con respecto a los 
padrones, creo que el doctor Baumgartner lo puede explicar mucho mejor que yo. Pero sí voy a hacer 
referencia a los requisitos para presentar una lista. En primer lugar, los requisitos son para todas las 
listas: cuando hay pluralidad de listas o cuando hay lista única siempre son los mismos requisitos. En 
segundo lugar, la inmensa mayoría de las organizaciones superan largamente estos requisitos. A modo 
de ejemplo, le señalo al señor Senador Delgado que el que va a tener que hacer un determinado 
acuerdo será, ni más ni menos, que el PIT-CNT porque, como muchos sabemos, no tiene personería 
jurídica. Sin embargo, el PIT-CNT no ha presentado ningún cuestionamiento; es más, este mecanismo 
ya se ha utilizado en elecciones anteriores en las que distintos sindicatos —que tienen muchos años de 
personería jurídica— se han puesto de acuerdo para presentar la lista. 


El otro criterio que hubo fue el de pedir que en el caso de los jubilados correspondan a 
distintos sectores de afiliación, que en el caso del PIT-CNT correspondan a distintos grupos de 
consejos de salarios y que en el caso de los empresarios correspondan a distintos sectores de la 
actividad. Quiero aclarar que esto fue especialmente diseñado por cada uno de los sectores. Aquí hay 
algo que para nosotros es muy importante porque tiene que ver con las ideas y con los principios, y es 
evitar el corporativismo y la parcialización en la representación social. Creemos que parte de la buena 
historia del BPS y la participación social de estos 23 años se expresa, justamente, por el no 
corporativismo en los representantes sociales. De ahí que se plantee como requisito que se represente 
a más de un sector para estar allí, de modo que el representante de todos los trabajadores sea de 
todos los trabajadores, el de los empresarios sea de todos los empresarios y el de los jubilados y 
pensionistas sea de todos los jubilados y pensionistas. Se pretende que no suceda, por ejemplo, que 
un representante sea solo rural o solo del sector público, sino que esa lista se conforme como se ha 
hecho. 


Lo otro que me parece importante recordar es que, por la Ley N* 17.294, esta posibilidad de 
la lista única ya existía y voy a contar la anécdota porque quizás no todos los señores Senadores lo 
recuerden. 


En el año 2001 se habían presentado dos listas en el sector empresarial y la ley establecía 
que si se presentaba más de una lista había elecciones. Se mantuvieron presentadas las dos listas 
pero, en el último día, se retiran y se presenta una lista de consenso. Eso hizo que no hubiera 
elecciones en el sector empresarial y el Poder Ejecutivo de entonces —estoy hablando del año 2001, 
Gobierno del doctor Jorge Batlle— designa por el sector empresarial, al haber una sola lista. Ese fue un 


acuerdo que se hizo a último momento entre las distintas Cámaras Empresariales para evitar la 
elección. 


Menciono esto porque es un ejemplo histórico y real de cómo esto ya operó, y es uno de los 
antecedentes que debemos tener en cuenta, también, para promover esta solución. No sé si he 
contestado al señor Senador Delgado; después, si faltó algo, lo aclararemos. 


SEÑOR DELGADO.- Para no abordar este tema contrarreloj, ya que me parece que es muy grande e 
involucra a demasiada gente, quizás quienes estamos en la Comisión por el Partido Nacional —el señor 
Senador Camy y quien habla— podríamos, después, reunirnos con el Director de Seguridad Social para 
hablar de algunos temas mucho más técnicos. Después, obviamente, va a haber consideraciones y 
decisiones políticas pero, en este caso, a primera vista tenía algunas preguntas para hacer que tienen 
que ver con lo técnico, lo que nos llevaría no sé si a una discusión pero, por lo menos, a manejar un 
nivel de información importante respecto de la casuística. Sería bueno saber todo esto porque es un 
tema sobre el que tenemos que reflejar, en la Bancada, las respuestas que se den a las inquietudes y 
dudas que hay. Quizás lo que podríamos hacer, repito, para facilitar el tema a la Comisión, es que por 
lo menos los delegados del Partido Nacional en esta Comisión y, eventualmente, algún otro Legislador 
que quiera participar, podamos reunirnos con el Director de Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos reunimos ya; si quiere nos sentamos ahora mismo. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Estoy de acuerdo con lo que planteó el señor Senador Delgado, pero quisiera 
referirme a dos puntos que mencionó en el prólogo de su exposición el señor Ministro y, sobre todo, a 
uno de ellos. 


Uno de esos temas tenía que ver con todo el concepto de la cultura del trabajo, que creo que 
es un tema que tenemos que seguir abordando, de alguna manera, en esta Comisión, viendo las 
actividades, siguiendo los resultados y analizando de qué manera la Comisión puede participar en esto. 


Asimismo, quiero plantear el otro tema porque, en realidad, ya es el mes que viene, y 
seguramente no vamos a tener otra oportunidad de recibir al Ministro. Me refiero a la conmemoración 
de los cien años de la Ley de las 8 horas y, particularmente, el señor Ministro planteaba para el 17 de 
noviembre la posibilidad de un homenaje o recordación, me imagino, con representantes del 
Ministerio, del Parlamento, etcétera. En este sentido, propondría facultar, si les parece bien a los 
miembros de la Comisión y a la señora Presidenta para que, junto con las autoridades del Senado y, a 
su vez, de la Cámara de Representantes, puedan trabajar en conjunto con el Ministerio y programen 
esa actividad porque me parece que, justamente, esa Ley de las 8 horas debe celebrarse, en primer 
lugar, en este ámbito, en esta casa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, la síntesis final de la Comisión sería trasladar este tema al 
señor Presidente de la Asamblea General, a los efectos de que sea un compromiso de todo el 
Parlamento, es decir, no solo de la Cámara de Senadores, sino también de la Cámara de 
Representantes. 


En ese sentido vamos a enviar la versión taquigráfica de la sesión día de hoy a la Cámara de 
Representantes y una vez que se apruebe —no dudamos que así se hará por el grado de compromiso 
que significa el tratamiento de este tema justamente en esta Casa, que es el Parlamento— haremos los 
ajustes a través de las Secretarías, y dejaríamos un ámbito que coordinaremos con el señor Presidente 
de la Asamblea General y el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR MINISTRO.- Considerando el buen clima que este tema despierta en los señores Senadores 
-que mucho agradecemos y valoramos— no tenemos ningún problema en que las actividades se 
realicen en esta Casa. Pensábamos hacerlas en el Ministerio pero si hay acuerdo, podrían hacerse en 
el Palacio Legislativo. Me parece que sería mucho más trascendente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Muy bien, señor Ministro. 


Además, quedamos en coordinar la propuesta que realizó el señor Senador Delgado para el 
abordaje de dicha Ley. Ya la tenemos en la agenda. 


SEÑOR CAMY.- Voy a hacer una pregunta muy escueta. Cuando habló de la preocupación —que 
compartimos— e hizo un breve diagnóstico sobre la visión que tiene sobre el sector lácteo y dio la 
opinión formal del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que se lamenta que por razones menores 
estemos involucrados en esas dificultades, ¿se refiere expresamente al conflicto con la empresa Trale 
S.A. que se está dando en las últimas horas o lo hizo en el marco genérico de lo que ocurrió con el 
cierre de Ecolat y otros? No sé si está al tanto, señor Ministro, de que en las últimas horas se trabó un 
conflicto en virtud de la empresa Trale S.A., y según hoy me informaron las gremiales lecheras, se está 
tirando la leche en los tambos creando una situación bastante compleja. 


Quería saber si era especificamente por la situación de la empresa Trale S.A. 


SEÑOR MINISTRO.- Hemos estado trabajando el tema en el sector lácteo específicamente con la 
Cámara de la Industria Láctea —Casilu—, con el Directorio de Conaprole, con la empresa Trale S.A., con 
la Federación de Trabajadores de la Industria Láctea, con el PIT-CNT, y estamos trabajando 
intensamente con cinco Ministerios: Ganadería, Agricultura y Pesca; Industria, Energía y Minería; Salud 
Pública; Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y Trabajo y Seguridad Social. 


Estamos preocupados porque un conflicto que se está desarrollando particularmente en el 
transporte lácteo, está afectando el desarrollo del sector. En ese sentido, reiteramos lo que dijimos 
hoy: creemos que por razones menores se está afectando el desarrollo del sector lácteo y esperamos 
que esto se pueda resolver en las próximas horas, porque esta situación podría estar perjudicando 
además —ojalá que no sea así y que encontremos una solución como la de la exportación a 
Venezuela— al comercio lácteo internacional. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y al 
señor Baumgartner. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:29). 
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